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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA DE DECISIÓN CIVIL Y DE FAMILIA
                         Magistrado Ponente:
                 Fernán Camilo Valencia López

Pereira, veintiuno de septiembre de dos mil nueve
Exp.: No. 66001-31-10-004-2007-00425-01
Decide esta Sala del Tribunal el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 22 de julio de 2008, dictada por el Juzgado Cuarto de Familia, mediante la cual puso fin a la primera instancia del proceso ordinario promovido por Julio Alfredo Giraldo Ruiz contra Jorge Eduardo Gómez Alzate. 
ANTECEDENTES

1. El demandante pidió que judicialmente se declare que existió unión marital de hecho y se deduzca que hubo sociedad patrimonial entre Jorge Eduardo Gómez Alzate y Julio Alfredo Giraldo Ruiz desde el año de 1979, a la que pertenecen todos los bienes adquiridos por ellos desde esa época; que se declare disuelta y en estado de liquidación dicha sociedad patrimonial y que se pague a cada uno de sus socios la participación proporcional “que en su favor resulte en ella.” Igualmente se había solicitado en el libelo la simulación de dos negocios jurídicos, pero a raíz de la inadmisión porque el juzgado consideró que no era competente para tramitarlas, tales pretensiones se retiraron, quedando incólumes solo las relativas a la citada unión marital de hecho y a la sociedad patrimonial consiguiente. 
2. Los hechos fuente de tales pretensiones admiten el siguiente compendio: 

2.1.
Gómez Alzate y Giraldo Ruiz iniciaron en 1979 una relación de tipo sentimental, siendo ambos solteros y el  primero, ingeniero eléctrico, profesor de la Universidad Tecnológica de Pereira; el segundo, estudiante. Conformaron desde entonces una comunidad de vida permanente y singular, compartían techo y lecho, se guardaban mutua fidelidad y se brindaban apoyo moral y material en todos los momentos y actividades de sus vidas.   
2.2.
La relación afectiva que comenzó a existir entre las partes, implicó igualmente, el adelantamiento de diversas actividades productivas que permitieron la conformación de un capital y la adquisición de diversos bienes tales como inmuebles y automotores. De estar al tanto de los negocios se encargaba Giraldo Ruiz ante las ocupaciones que debía atender Gómez Alzate y los diversos viajes que hacia al  exterior, pero los inmuebles se adquirían a nombre de este último por necesidades de crédito y por el respaldo de la institución en que él trabajaba. Igualmente el primero de los nombrados debió afrontar pleitos relativos a los bienes comunes que salieron a favor de los compañeros permanentes. 

2.3 Ante las inquietudes de las familias y amigos de la pareja y en razón de que las uniones de personas del mismo sexo no producían efectos patrimoniales, las partes acordaron que cuando el demandado se sintiera enfermo traspasaría todos los bienes al demandante, no obstante lo cual periódicamente haría un testamento a su favor. 

2.4. Hace aproximadamente cuatro años, el señor Gómez Alzate comenzó a padecer un cáncer lo que afectó su personalidad y condujo al deterioro de la relación marital que ya ajustaba más de veintisiete años, lo que ha puesto en riesgo el patrimonio social, y condujo a que el 26 de julio de 2006, abandonara el domicilio que compartía con Giraldo Ruiz, situado en el apartamento que compartían en Pinares de San Martín en esta ciudad; y a que surgieran discrepancias que no han permitido acuerdos para la liquidación de la sociedad patrimonial. Ésta la ha reconocido el compañero demandado, quien le envió por medio de un abogado, un documento en que así lo expresa y propone fórmula de liquidación, pero que el actor no aceptó “por considerarla a todas luces inequitativa”.  
3. El demandado en su oportuna contestación negó que hubiera mantenido relación sentimental o patrimonial con el actor, y que entre ellos no ha existido comunidad de vida permanente y singular. Negó todos los hechos de la demanda, pero precisó que del 8 de abril al 2 de noviembre de 2006 vivió en un apartamento del barrio El Bohío de Dosquebradas que le arrendó Gabriel Bedoya López y desde la última fecha anotada, habita en un apartamento del conjunto Bosques de San Martín de esa misma localidad. 
3.1. Además de oponerse a las súplicas se propusieron por la parte accionada, excepciones que denominó “inexistencia del derecho invocado y ausencia de causa jurídica configurada en los efectos futuros y no retroactivos de las sentencias de constitucionalidad”, “inexistencia de animus societis, inexistencia de sociedad patrimonial de hecho por ausencia de requisitos, e inexistencia de comunidad de bienes o similares”, las “genéricas”, “ausencia de prueba del estado civil” y la de “caducidad de la acción y prescripción del derecho.”  
4. El juzgado a-quo, después de agotadas las distintas etapas procesales y practicarse las pruebas decretadas, negó las súplicas de la demanda. Su argumentación consistió en que de conformidad con el artículo 45 de la ley 270 de 1996 las sentencias de constitucionalidad solo tienen efectos hacia el futuro, y como la C-075 de 2007 que declaró la exequibilidad de las leyes 54 de 1990 y 979 de 2005, en el entendimiento de que el régimen de protección patrimonial para los compañeros permanentes surgidos con ocasión de una unión marital de hecho se aplican también a las parejas homosexuales, no previó que tuviera efectos hacia el pasado, no es permitido reconocerlas en el caso al que se refiere este proceso. 
5. Para la parte apelante la interpretación válida es la de que a partir del 7 de febrero de 2007
 en adelante, siempre que se vaya a aplicar la ley 54 de 1990 debe entenderse que lo previsto en ella se aplica igualmente a las parejas del mismo sexo en cuanto se reúnan los requisitos allí establecidos, de modo que si la sentencia recurrida está fechada el 22 de julio de 2008, el juzgado estaba en la obligación de aplicar tal ordenamiento sin excepción. De allí que aduzca: “En el sub lite se expusieron hechos ocurridos desde antes de la promulgación de la ley 54 de 1990, pero que perduraron en el tiempo hasta el año 2006, como se encuentra probado dentro del proceso, y que por lo tanto pueden ser sujetos de la normatividad establecida en la mencionada ley 54. Es decir, después de la promulgación de la ley 54 de 1990, la relación entre demandante y demandado, con las características y requisitos exigidos, se extendió por mucho más de dos años.” Pide, en consecuencia, la revocación del fallo apelado y se dé satisfacción a las pretensiones de la demanda. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA 
1. Efectivamente y tal como se ha aducido por el despacho del conocimiento en el fallo objeto del recurso y el demandado al presentar sus excepciones, las sentencias de constitucionalidad no son retroactivas, a no ser que la Corte encargada de la guarda de la Carta Política lo decida en el correspondiente fallo, y así lo manda el artículo 45 de la ley estatutaria de la administración de justicia que dispone: 
“Reglas sobre los efectos de las sentencias proferidas en desarrollo del control judicial de constitucionalidad. Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control en los términos del artículo 241 de la Constitución Política, tienen efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario conforme a lo previsto en este artículo.”
2. No obstante, aquí no se trata de analizar si la sentencia SC 075 de 7 de febrero de 2007 tiene efectos retroactivos sino de la sencilla definición de si la ley 54 de 1990 se aplica a este caso o no. Como habrá de recordarse, la aludida providencia de la Corte Constitucional, declaró exequible dicho ordenamiento tal como fue modificado por la ley 979 de 2005, “en el entendido que el régimen de protección en ella contenido se aplica también a las parejas homosexuales.” Así que no se ve desatinada la tesis del recurrente en el sentido de que frente a la reclamación formulada en la demanda, incumbía al juzgado resolver sobre las pretensiones con vista en la ley citada sin parar mientes en supuestos efectos retroactivos porque lo que en suma dijo la sentencia de constitucionalidad es que las parejas homosexuales quedaban arropadas por el régimen de protección que ella consagró, lo que tendría ocurrencia a partir de la expedición de ese fallo.
 No podría entenderse el mismo, desde la perspectiva de que solo luego de él podrían comenzar a conformarse uniones maritales de hecho y sociedades patrimoniales entre dichas personas porque si así fuera, apenas al completarse el bienio de su expedición podrían acudir a los estrados judiciales a impetrar el reconocimiento de sus derechos, cuando lo que simple y llanamente dijo la Corte, era que esa ley les es aplicable sin más condicionamientos en razón de las normas superiores que amparan los derechos a la igualdad, la dignidad humana y  el libre desarrollo de la personalidad, y prohíben toda clase de discriminación por motivos de la orientación sexual.  Expresó dicho Tribunal en la sentencia a que se alude: 
“6.2.4.
Las mismas consideraciones que permiten establecer que en relación con la situación patrimonial de las parejas homosexuales existe un déficit de protección a la luz del ordenamiento constitucional, llevan a la conclusión de que el régimen de la Ley 54 de 1990, tal como fue modificado por la Ley 979 de 2005, en la medida en que se aplica exclusivamente a las parejas heterosexuales y excluye de su ámbito a las pareja homosexuales, resulta discriminatorio. Así, no obstante las diferencias objetivas que existen entre los dos tipos de pareja, y las específicas consideraciones que llevaron al legislador del año 1990 a establecer este régimen de protección, fundadas en la necesidad de proteger a la mujer y a la familia, no es menos cierto que hoy por hoy puede advertirse que las parejas homosexuales presentan requerimientos análogos de protección y que no existen razones objetivas que justifiquen un tratamiento diferenciado.
“No puede perderse de vista que el objeto de la ley es atender a la disposición del patrimonio conformado durante el tiempo de cohabitación en los eventos en los que la misma termine por cualquier causa. En ese contexto, el régimen legal tiene dos manifestaciones centrales: Por un lado, se establece la presunción sobre la existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, y por otro, aunque concebida desde una perspectiva probatoria, se contempla la posibilidad que tienen los integrantes de la pareja, a partir de la convivencia mantenida por un período de al menos dos años, de acceder voluntariamente a ese régimen mediante declaración ante notario o en el escenario de una conciliación. Independientemente de la motivación original de la ley,  es claro que hoy la misma tiene una clara dimensión protectora de la pareja, tanto en el ámbito de la autonomía de sus integrantes, como en el de las hipótesis de desamparo que en materia patrimonial puedan surgir cuando termine la cohabitación. En esa perspectiva, se reitera, mantener ese régimen de protección exclusivamente para las parejas heterosexuales e ignorar la realidad constituida por las parejas homosexuales, resulta discriminatorio. 

“6.3.
A la luz de los anteriores criterios y sin desconocer el ámbito de configuración del legislador para la adopción, en proceso democrático y participativo, de las modalidades de protección que resulten más adecuadas para los requerimientos de los distintos grupos sociales, encuentra la Corte que es contrario a la Constitución que se prevea un régimen legal de protección exclusivamente para las parejas heterosexuales y por consiguiente se declarará la exequibilidad de la Ley 54 de 1990, tal como fue modificada por la Ley 979 de 2005, en el entendido que el régimen de protección allí previsto también se aplica a las parejas homosexuales.

“Quiere esto decir que la pareja homosexual que cumpla con las condiciones previstas en la ley para las uniones maritales de hecho, esto es la comunidad de vida permanente y singular, mantenida por un periodo de al menos dos años, accede al régimen de protección allí dispuesto, de manera que queda amparada por la presunción de sociedad patrimonial y sus integrantes pueden, de manera individual o conjunta, acudir a los medios previstos en la ley para establecerla cuando así lo consideren adecuado.”

3. Puede considerarse, entonces, que diferir la aplicación por la que se ha propendido sería igualmente aplazar injustificadamente el remedio para la discriminación que observó la Corte, además de que se insiste, no se está ante la disyuntiva de darle o no efectos hacia el pasado a su fallo sino de acatarlo en cuanto dispuso que una ley de la República era aplicable a una situación de hecho como aquélla que se alega en la demanda. En realidad, el problema que se planteó el a-quo al respecto tiene ocurrencia en forma más determinada cuando se declara inexequible una ley y hay que calibrar los diversos efectos que puede causar ese acontecimiento porque en tal caso la normatividad de que se trate queda expulsada del orden jurídico y de allí que muchas veces se difieran o modulen por el tribunal competente según las facultades de que se halla investido para evitar traumatismos. Distinto es cuando se encuentra ajustada a la Constitución y hallándose vigente, se le da erga omnes sello de mantenimiento en tal orden y solamente se extienden expresamente sus mandatos a otras circunstancias o a otro grupo de ciudadanos, como fue lo ocurrido con la sentencia objeto del comentario que, es clara en su resolución de disponer la ley 54 de 1990 se utilice para regular el régimen patrimonial entre homosexuales. 

4. Para reiterar que no es posible acoger la tesis que aceptó y aplicó el a quo, en lo atinente a que en realidad los efectos que de tal teoría se derivarían no tendrían relación en este caso de manera concreta con los efectos en el tiempo de una sentencia de constitucionalidad sino con la aplicación o vigencia en el tiempo de la ley 54 de 1990, cuestión por supuesto de índole absolutamente diferente y llamada a regirse por otro tipo de análisis y elementos de juicio, dentro de los que no es posible abrirle espacio al establecimiento de una interpretación diferente a la que hasta un determinado momento se hacía de una disposición legal. En otras palabras, no es admisible plantear que el mero hecho de que constitucionalmente se defina que una ley tiene un ámbito de aplicación distinto o más amplio que el que venía acogiéndose, ha de determinar que entonces dicha ley, para los nuevos casos que entra a cobijar, tenga una vigencia temporal diferente a la que le corresponde y se aplica para los casos que ya amparaba.  Tal desequilibrio, es patente, no puede surgir de un fallo de exequibilidad, así ésta fuere condicionada. Y menos, si de paso se advierte que no son esa clase de providencias ni el órgano que las produce en asuntos como el que aquí se menciona, o sea, la Corte Constitucional, el competente para sentenciar acerca de la interpretación de la ley y su aplicación a los casos concretos según el espacio temporal en el que se ubiquen los mismos.  Así lo dejó dicho con absoluta claridad la mencionada Corte al resolver precisamente sobre la exequibilidad del artículo 1º de la ley 54 de 1990, en el aparte que reza: “a partir de la vigencia de la presente ley…”:

“Por este aspecto no hay un motivo de inconstitucionalidad. Y si bien se mira, no es un problema de este tipo el que señala el actor, sino uno diferente: de aplicación de la ley en el tiempo. ¿Por qué?  Sencillamente porque a su juicio las normas de la ley 54 de 1990 deben aplicarse a relaciones concubinarias que existieron y terminaron ANTES DE ENTRAR EN VIGENCIA LA LEY, lo mismo que a aquellas que comenzaron antes de la vigencia de la ley y se mantuvieron durante ésta.

“Vistas así las cosas, y sin la pretensión de interpretar la ley y definir su aplicación en los casos concretos, misión propia de los jueces competentes y no de la Corte Constitucional, es posible pensar en diversas soluciones, en principio válidas en cuanto no vulneren derechos adquiridos antes de entrar en vigencia la nueva ley. 

“Entre paréntesis, y para entender porqué no es misión de la Corte Constitucional determinar cuál es la ley aplicable en un determinado caso, recuérdese que una de las causales del recurso de casación en materia civil es la violación de la ley sustancial, que puede presentarse por aplicación indebida, falta de aplicación o interpretación errónea. Además, recuérdese que, precisamente, por mandato legal la finalidad principal de tal recurso es la unificación de la jurisprudencia, función que cumple la Corte Suprema de Justicia al desatarlo en cada caso en concreto”. 
 

5. Despejado de esta manera el camino del óbice que el juzgado conociente encontró y le impidió entrar a resolver de fondo el asunto, ha de ocuparse la Sala en su examen, para lo cual debe comenzarse por afirmar que la unión marital de hecho a que se refiere la ley que reglamenta el asunto se define como la comunidad de vida entre personas que no están unidas por las nupcias o que estándolo han disuelto sus sociedades conyugales, unión que debe estar regida por la singularidad y la permanencia y habilita para la configuración de la consecuente sociedad patrimonial una vez que haya perdurado por más de dos años. Tal como se desprende del texto legal cuya aplicación se ha impetrado, el mencionado concepto de comunidad de vida es de la esencia de la unión marital de hecho y para su reconocimiento es indispensable que deba estarse ante una situación que aunque solo sea de facto, tenga raíces que permitan predicar su permanencia, la que se ha entendido como “la duración firme, la constancia, la perseverancia y, sobre todo, la estabilidad de la comunidad de vida, y excluye la que es meramente pasajera o casual”
, y la que “por definición implica compartir la vida misma formando una unidad indisoluble como núcleo familiar, ello además de significar la existencia de lazos afectivos obliga a cohabitar compartiendo techo”. De donde sin mayor esfuerzo se desprende que las situaciones efímeras no están amparadas por la ley, y para que puedan abrirse paso pretensiones como las planteadas en la demanda, es indispensable que la parte demandante cumpla a cabalidad con la carga probatoria que le incumbe (art. 177 del Código de Procedimiento Civil), para lo cual debe acreditar que efectivamente la convivencia ha perdurado con tal carácter y con vocación de singularidad durante más de un bienio, condición indispensable para que surja la sociedad patrimonial consiguiente.  

6. Al contestar la demanda, el señor Gómez Alzate negó rotundamente haber tenido cualquier clase de relación sentimental o de negocios con el demandante, lo que de entrada y visto el material probatorio recaudado riñe abiertamente con la realidad y ha de tenerse como indicio en su contra de acuerdo con el artículo 95 del Código de Procedimiento Civil, porque solo en un plano de inútil rebeldía contra los hechos, podrían venir a plantearse en una contestación tales negaciones absolutas y puesto que la defensa ha de ejercerse dentro de los marcos de la buena fe y la lealtad procesales. En el mismo interrogatorio de parte que absolvió
 se vio precisado a reconocer la veracidad de la relación mencionada aunque le dio el carácter de esporádica y carente de singularidad; admitió haber testado a favor del señor Giraldo Ruiz; vivido en el mismo apartamento con él hasta abril de 2006; y haberlo recibido en su casa desde que su compañero terminó el bachillerato. Bien puede afirmarse sin vacilaciones que dentro de la misma declaración de parte están resumidos los elementos que dan estructura a la unión marital alegada, los que las demás pruebas solo se encargan de reafirmar. Las salvedades que tienden a desvirtuarla serán objeto de posterior análisis. Porque visto en su conjunto el acervo probatorio recaudado compuesto de un sinnúmero de pruebas documentales y de los testimonios aportados por la parte actora, se desprende sin reservas de ninguna clase que las partes sí mantuvieron una relación de tipo sentimental que trascendió al campo patrimonial, y permite deducir que mantuvieron por largo tiempo una convivencia desarrollada dentro de los parámetros en que se cumple entre heterosexuales la unión marital de hecho, los mismos que como se vio son aplicables ahora a la pareja homosexual que conformaron las partes. 
7. Se cuenta en el plenario con las declaraciones de Hugo Morales Bermúdez, Carlos Alberto Montoya Osorio, Rafael Antonio Ramos Tabares, Lina Herrera Correa, Edier Hernández López, Mónica Arteaga Alzate, Marely Ruiz Mejía, Gabriel Arteaga Mejía, Luz Amparo García Hernández, Darío González Quintero, Luis Carlos Cano Giraldo, Fabiola Ávila Garzón y José Raúl Román Osorio, quienes desde diversas ópticas de tiempo, modo y lugar, pudieron apreciar cómo se desenvolvió la relación afectiva que vinculó a las partes y que los llevó a compartir varios lustros en una forma continua y sin interrupciones, pudiéndose hablar de que tuvieron un proyecto de vida en común con solidaridad y apoyo mutuos, que materializaron en la compra de bienes inmuebles que compartían en cuanto a su administración, utilización y mejoramiento, y por la continua compañía que se brindaron a lo largo de los años, presidida por el establecimiento de un domicilio habitual. Entre los declarantes citados, pueden verse quienes conocieron  desde los albores la comentada relación y la recuerdan por su antigüedad y el impacto social que en ese entonces tuvo; los que trabajaron al servicio de los compañeros; y los que fueron sus vecinos o amigos o son sus parientes. Declarantes todos que con una suficiente razón de la ciencia de su dicho, en forma coherente, clara y objetiva, aportaron los datos que conducen a concluir que efectivamente entre las partes se presentó una convivencia marital que, además, fue exclusiva, comoquiera que nada en los dichos recibidos puede dirigirse a dar por establecido que uno y otro hayan establecido comunidades de vida paralelas que hubieran dado al traste con la que entre sí mantenían. 

8. Es cierto que luego de la fallida audiencia de conciliación, la parte demandada que como se decía en principio negó toda relación con el actor, con el interrogatorio de parte y las atestaciones que trajo al proceso ha pretendido desvirtuar lo señero de la unión con base en la argumentación de que ambos integrantes de la pareja mantuvieron relaciones con terceros que deben opacar los efectos jurídicos de la relación sentimental y de convivencia que los ligó.  Empero, tal esfuerzo ha sido inútil puesto que si algo podría desprenderse de las aseveraciones en ese sentido expresadas, es la circunstancia de su transitoriedad, ya que no puede deducirse de ellas que el demandado a la par que mantenía su comunidad de vida con Giraldo Ruiz hubiera erigido otras de las mismas características. Es claro que los otros hombres con los que Gómez Alzate admitió tener contacto íntimo no vivieron con él y algunos de los testigos presentados con objeto de acreditar la dicha multiplicidad  no pueden dejar de admitir que el rompimiento de tales relaciones efímeras era la convivencia que el demandado tenía con Julio Alfredo, como lo dicen Yeimi Carolina Giraldo Alzate y María Rita Guevara de Montoya con respecto a las sostenidas con Lisandro Ríos Guevara. Porque en lo que concierne con las mantenidas con César Carvajal Galvis, bien se tiene que el declarante Daniel Felipe Rodríguez Vidal dejó manifestado que dicho ciudadano no ha convivido con el demandado lo que de por sí desecha la idea de unión marital en cuanto a que la base de la misma es el compartir lecho, techo y mesa. Además de que todo indica que ese trato no fue simultáneo con el que tuvo con el aquí demandante. Este punto, es de anotar, ya ha sido dilucidado por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que ha dicho que en tratándose de la unión marital de hecho entre compañeros permanentes: 
“... los actos de infidelidad del uno respecto del otro no entrañan, por sí mismos, la aniquilación de la relación precedente, a menos que ellos conduzcan a la ruptura física y definitiva de la pareja.  Desde luego, que si no se produce ese hecho, o cualquier otro de los previstos en la ley  (artículo 5º, Ley 54 de 1990), la existencia de una unión marital de hecho plena y debidamente conformada no se desdibuja por el surgimiento de otra relación amorosa de la naturaleza de la que aquí se ha venido haciendo alusión.

“Pero, además, repulsa a los mandatos de la buena fe que las conductas ambiguas propiciadas por uno de los compañeros permanentes, muchas veces desplegadas a espaldas del otro o conocidas pero perdonadas por éste, puedan servirle de detonante para extinguir a su arbitrio la unión marital que ya han conformado, máxime cuando simultáneamente ha exteriorizado actos que razonablemente le permiten dar a entender a su compañero o compañera que la relación tal como la han definido y vivido se mantiene incólume.  No es posible privilegiar esos actos soterrados y desleales de uno de los componentes de la pareja como puntal para que, a su amaño, puedan dar por terminada una relación que no sólo entraña vínculos afectivos, sino también jurídicos y económicos. 

“Si bien es posible, y justamente en ello se distancia manifiestamente la unión de facto del vínculo matrimonial, que un compañero rompa, unilateral y abruptamente, la relación marital, situación que debe quedar plenamente exteriorizada frente al otro, entre otras cosas para que éste pueda ejercitar los derechos y prerrogativas que la ley prevé, no es dable, en cambio, entender que mientras el compañero revela frente a su compañero actos de convivencia que fundadamente le dan a entender que la unión marital subsiste, con las mismas características que la han particularizado, trate posteriormente de prevalecerse de ulteriores amoríos para invocar en detrimento de aquél la supuesta multiplicidad de vínculos.”

9. De otro lado, bien se advierten en este infolio diversos documentos tales como cartas, mensajes y fotografías, que hacen ver que entre las partes existía una vinculación especial y hubo una larga convivencia que no puede despreciarse con el argumento de que el uno le abrió la casa al otro para que lo visitara cuando quisiera, como dijo el demandado en el interrogatorio. Por el contrario, estas pruebas son indicativas de la clase de relación que unió a las partes y el notable hecho de que tal relación de pareja  se prolongó en el tiempo e implicaba el compartir la existencia en diversa clase de escenarios tanto urbanos como rurales. Igualmente avalan todas las inferencias reseñadas los sendos testamentos que otorgó el demandado en los que instituyó al demandante como heredero de la mitad de sus bienes, otorgados el 20 de marzo de 1991 y el 5 de septiembre de 2003.
 Es supremamente expresivo que se constituya a una persona en heredera, y ello solo es explicable dentro de las reglas de la lógica cuando con ella se han establecido lazos fuertes y duraderos. Entre estos testamentos median más de doce años, lo que de por sí es muestra de que los vínculos que existían entre los protagonistas de este pleito antes que desvanecerse se fueron acentuando en el tiempo. En realidad ninguna explicación suministró el señor Gómez Alzate sobre este particular, aduciendo simplemente que era que iba a vender los bienes y que el último ya lo revocó, lo que no acreditó y desde luego, de ser cierto, no esfuma la esencial consideración en el sentido de que solo puede mover a instituir a alguien como heredero, la existencia de profundos afectos y relaciones, y cuando como se ha aducido en el proceso, antes no existían medios jurídicos que protegieran las uniones entre personas del mismo sexo, y ésta era una forma de favorecimiento para el compañero permanente que sobreviviera al otro.  
10. De todo lo dicho puede concluirse que entre las partes se formó una unión marital y que como esta perduró por más del bienio previsto en la ley 54 de 1990, entre ellas se conformó una sociedad patrimonial que corresponde declarar judicialmente, y puesto que como ha tenido oportunidad de dejar sentado la jurisprudencia:
  “…lo decisivo en procesos como el presente es que se declare la existencia de la sociedad patrimonial, por cuanto el efecto principal que produce tal declaración es que el patrimonio producto del trabajo, ayuda y socorro pertenece por partes iguales a ambos compañeros (art. 2°, Ley 54 de 1990), pero no que se declare que demandante y demandado están o estuvieron unidos de manera permanente y singular por el lapso previsto en la ley, pues ello constituye uno de los eventos en los que la referida ley presume la existencia de la sociedad patrimonial, que debe ser acreditado en el curso del proceso si se quiere obtener una sentencia estimatoria de las pretensiones de la demanda.”

La estimación de las súplicas de la demanda conduce a renglón seguido al estudio de las excepciones que fueron  propuestas con el objeto de enervarlas, y a dicho propósito irán dirigidas las restantes consideraciones de este fallo. 
11. La denominada “inexistencia del derecho invocado y ausencia jurídica configurada en los efectos retroactivos de la sentencia de constitucionalidad” ya fue despachada implícitamente cuando al empezarse esta providencia se aludió a esta materia, en relación con la cual se manifestó por la Sala que el problema no era el así propuesto sino el de aplicación de la ley 54 de 1990 al sub lite, y a tales razonamientos se hace remisión. La segunda de las excepciones opuestas es la de falta de “animus societatis”  basada en que falta el requisito de que las partes hubieran tenido intenciones de realizar actividades destinadas a obtener beneficio y repartirlos; que no existió comunidad de bienes; que los que ha adquirido el demandante lo han sido con el producto de su trabajo, y que el demandante ha hecho lo propio. Para resolver esta alegación es suficiente con transcribir lo que se dijo por esta misma Sala en otro asunto similar y pone de presente que el elemento que el excepcionante plantea no es de recibo en estos eventos y de vieja data ha sido desechado legal y jurisprudencialmente: 
“Otro punto al que es necesario hacer mención delanteramente es el relativo a las variaciones que en el ordenamiento jurídico nacional introdujo la ley 54 de 1990, pues de algunos de los hechos en que se basan las pretensiones puede desprenderse que no se ha entendido que a partir de la vigencia de esta ley no es necesario demostrar para efectos de la conformación de la sociedad patrimonial entre compañeros surgida de la unión marital de hecho, que entre ellos se haya desarrollado actividad económica conjunta o lo que anteriormente se denominó por la jurisprudencia “affectio societatis”, sobre la cual se edificó la teoría que permitió el reconocimiento de la sociedad de hecho entre concubinos.

“Antes, para que entre concubinarios se admitiera judicialmente que habían constituido una sociedad, era indispensable que además de la unión marital propiamente dicha, y en forma paralela a su vida afectiva, se hubiera estructurado entre ellos el propósito de facto de asociarse en mutuo beneficio y con afán de lucro, lo que significaba la contribución de aportes y la intención de participar en pérdidas y ganancias. Es decir, que si fuera de su concubinato propiamente dicho, habían establecido quehaceres patrimoniales, podía luego alguno de ellos, aspirar a que se declarara la existencia de la sociedad de hecho.

“A partir de la ley 54 de 1990, la situación cambió radicalmente. Ya no es indispensable que quien demanda, en estos casos, tenga que aducir y probar las aludidas circunstancias sino que es suficiente la sola prueba del concubinato, ahora llamado “unión marital de hecho”, para que pueda presumirse la existencia de la sociedad patrimonial entre los compañeros permanentes. Y para hacer esta aseveración es suficiente acudir al texto normativo, según el cual a los dos años del comienzo de la “comunidad de vida permanente y singular” entre un hombre y una mujer no unidos por matrimonio, se integra dicha sociedad, la misma que a semejanza de la conyugal, es de gananciales y a título universal (art. 3º. Ib.). Punto sobre el cual ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“Bajo el sistema de la ley 54 de 1990, al concubino actor le basta probar la prolongación de sus relaciones concubinarias en el tiempo para que se presuma la existencia de la sociedad patrimonial, supuesto que envuelve una situación sustancialmente diferente a la anterior, y ha conducido a la Corte a aseverar que ‘… su decreto conlleva el reconocimiento legal del núcleo familiar, con las obligaciones y derechos que de él dimanan´; es decir, que mientras para el régimen que pudiera llamarse jurisprudencial las relaciones concubinarias no eran aptas para denotar la existencia de una sociedad civil o comercial de hecho, para éste son la fuente misma de la comunidad patrimonial, llamada unión marital.

“Sin duda, entonces, cuando se invoca el derecho consagrado en la Ley 54 de 1990, la pretensión gira alrededor de una relación de contenido familiar, distinta del entorno en que se mueve la acción de origen jurisprudencial conformada, como se dijo, por relaciones de contenido eminentemente patrimonial. Esto explica que aquella acción haya sido asignada al conocimiento de los jueces de familia y evidencia al mismo tiempo las razones que no permiten igual giro para la segunda, que continúa adscrita en su conocimiento a los jueces ordinarios.”
  

Y en auto del 16 de julio del mismo año, se precisó en el mismo sentido:  

“Y es que a raíz de la expedición de la Ley 54 de 1990, puede afirmarse que hoy coexisten, como sociedades de hecho, la civil, la comercial y la proveniente de la “unión marital de hecho”, cada una con presupuestos legales autónomos tanto en el plano sustantivo como en el procesal.

“Es por ello que, frente a los diáfanos preceptos contenidos en los artículos 4º y 7º de la Ley 54 ya citada, no queda duda sobre que toda pretensión deprecada bajo su abrigo, es de competencia de la jurisdicción de familia … y es del resorte exclusivo de los jueces civiles el reconocimiento del otro tipo de sociedad que busca efectos patrimoniales o económicos, aún entre concubinos, quienes, por no reunir quizás los presupuestos requeridos para convertirse en núcleo familiar reconocido legalmente, o como en el caso sub júdice, por intentar la acción antes de que existiera la Ley 54, acudieron a esas otras modalidades.”
 

“Con lo anterior se despeja cualquier duda que existiere acerca de lo que debe debatirse en procesos de esta naturaleza, de modo que las alusiones de la demanda a la materia citada han de desecharse puesto que no hay duda del planteamiento de las súplicas que el propósito de tal escrito era el de obtener la declaración que entre demandante y demandado existió una unión marital de hecho en los términos de la ley ya memorada, y que de ella surgió una sociedad patrimonial, sin que la prosperidad de lo pretendido estuviere condicionada por la demostración de que los compañeros permanentes desplegaron actividades económicas conjuntas bajo el designio antes señalado.
 

12. También se expuso la excepción de “ausencia de prueba del estado civil” fundamentada en que no se había traído con la demanda la que acreditara que las partes eran personas solteras, que no podría consistir sino en las correspondientes partidas de nacimiento. Se tiene que en la demanda se afirmó que los señores Giraldo Ruiz y Gómez Alzate lo eran, lo que no replicó éste último al contestar la demanda. No obstante lo anterior, al reformarse la demanda se trajeron al proceso las respectivas copias que echó de menos el excepcionante,
 con lo que ha quedado plenamente acreditado que los mencionados no han contraído nupcias pues no aparece nota marginal acerca de ese particular, y toda discusión sobre él ha quedado zanjada. 
13. La restante excepción es la de prescripción de la acción. Se fundamenta en que “si se estableciera como verdad procesal que existe algún derecho, el mismo se encontraría prescrito y la acción caduca, toda vez que el término para interponer la acción era el 8 de abril de 2007, fecha en la cual el señor Jorge Eduardo Gómez Alzate cumplió un año de estar viviendo de manera solitaria, total y permanente en el municipio de Dosquebradas…”. La controversia radica en que mientras en la demanda se adujo que la separación física de los compañeros contendientes ocurrió el 26 de julio de 2006, lo que de ser real implicaría que cuando se presentó la demanda el 1 de junio de 2007 la acción no había prescrito; para el demandado siendo que el abandono de la residencia común acaeció en la fecha señalada, sí se había presentado dicha prescripción.  La excepción no está llamada a prosperar porque si a quien excepciona le corresponde la carga de la prueba respecto de los supuestos de hecho extintivos de la pretensión,  evidentemente fracasó en su deseo. Si el demandado para contrarrestar la afirmación de la demanda adujo una fecha exacta por supuesto disímil a la citada por el actor para darle pábulo a su defensa, se quedó corto en querer acreditarla con la exhibición de un contrato de arrendamiento porque como no es difícil advertirlo, la suscripción del mismo no implica que el arrendatario automáticamente ocupe el bien el mismo día de la suscripción, bien podría una persona firmar un contrato y seguir conservando su antiguo domicilio por un tiempo o comenzar a ocuparlo por etapas o no hacerlo nunca. A la circunstancia de que el contrato no fue autenticado y no se tiene una fecha cierta que la acredite sin duda pues solo se aportó al proceso con la contestación
, se une la consideración de que como se alegó en la demanda, el rompimiento entre las partes según el conjunto de la prueba testimonial aportada, ocurrió a mediados de 2006 y en tal caso, cuando se interpuso la demanda no había prescrito. En relación con esta circunstancia pueden verse en detalle las atestaciones de Mónica Arteaga Alzate, vecina del edificio en que moraban las partes y quien fuera compañera del demandado en la junta administradora del conjunto; y de Gabriel Arteaga Mejía, igualmente residente allí; quienes estaban en óptimas condiciones para declarar sobre este punto específico no pudiéndose esperar por razones obvias que recordaran con toda exactitud la fecha de que se trata, siendo suficiente, como se desprende de sus atestaciones la fijación de la época aproximada en que el demandado se alejó del domicilio común que tuvo con Giraldo Ruiz. 
14. De todo lo cual se deduce que hayan de despacharse favorablemente las súplicas de la demanda, lo que implicará revocar la sentencia de primer grado para desestimar las excepciones opuestas y hacer las declaraciones atinentes a la prosperidad anunciada. En cuanto hace con la fijación del período que corresponde a la sociedad patrimonial, y aunque está claro que la unión marital que la originó se inició mucho antes de la vigencia de la ley 54 de 1990, acorde con el criterio de que este ordenamiento no tiene efectos retroactivos ni retrospectivos, la circunscribirá a la época que va entre el 31 de diciembre de 1990 hasta el 26 de julio de 2006. Las costas serán a cargo en ambas instancias, de la parte demandada.  
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil y de Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia apelada, la que profirió el 22 de julio de 2008 el Juzgado Cuarto de Familia, en este proceso ordinario de Julio Alfredo Giraldo Ruiz contra Jorge Eduardo Gómez Alzate, y en su lugar: 

1º Desestima las excepciones de mérito opuestas por el demandado. 

2º Declara que en consecuencia de la unión marital habida entre las partes, surgió la respectiva sociedad patrimonial desde el 31 de diciembre de 1990 al 26 de julio de 2006, fecha en que se disolvió por la separación definitiva acaecida entre dichos compañeros permanentes. Liquídese. 
3º Condena en costas al demandado, a favor del demandante.   
Cópiese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen. 
Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno

� De esta fecha data al sentencia de constitucionalidad citada. 


� Según declaró la Corte Constitucional, las sentencias de exequibilidad producen efectos desde el día siguiente a su adopción. C-973 de 2004. 


� Magistrado Ponente: Doctor Rodrigo Escobar Gil. 


�  Sentencia C-239 de 19 de mayo de 1994. Magistrado Ponente: Doctor Jorge Arango Mejía


� Corte Suprema de Justicia. Sentencia de 20 de septiembre de 2000. Magistrado Ponente: Doctor Silvio Fernando Trejos Bueno. 


� Folio 69, c. 4. 


� Sentencia de 10 de abril de 2007. Magistrado Ponente: Doctor Pedro Octavio Munar Cadena. 


� Folios 42 y 19, c. 1. 


� Sentencia de 25 de mayo de 2005. Magistrado Ponente: Doctor Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo. 


� Auto de 25 de agosto de 1992. Jurisprudencia y Doctrina, páginas 917 y 918. 


� Auto de 16 de julio de 1992, ob. Cit., página 791.


� Sentencia de 25 de julio de 2007. 


� Folios 129 y 130, c. 1. 


� El artículo 280 del Código de Procedimiento Civil, señala: Fecha cierta. La fecha del documento privado no se cuenta respecto de terceros, sino desde el fallecimiento de alguno de los que lo han firmado, o desde el día en que ha sido inscrito en un registro público o en que conste haberse aportado en un proceso, o en que haya tomado razón de él un funcionario competente en su carácter de tal, o desde que haya ocurrido otro hecho que le permita al juez adquirir certeza de su existencia. 
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